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Resumen
Normalmente los análisis con una mirada de género del mundo de trabajo, y en particular desde su desarrollo 
jurídico, han estado dirigidos a figuras como el acceso al empleo, las condiciones de precarización laboral de las 
mujeres, el techo de cristal, la aplicación del principio a “trabajo igual salario igual” y el acceso a las prestaciones 
de la seguridad social, entre otras. Sin embargo, existen otras instituciones con un carácter más amplio y que 
permean el derecho laboral, tales como la negociación colectiva y la huelga, que desde el punto de vista del trabajo 
de las mujeres no han tenido el mismo desarrollo, de manera que la opinión consultiva de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos puede dar inicio o revitalizar discusiones, que nutran el derecho laboral en general y los 
de carácter colectivo en particular.
Palabras clave: libertad sindical; garantías sindicales; asociación sindical; derecho a la huelga; sindicatos; enfoque 
de género; sistema interamericano de derechos humanos.

Development Of Advisory Opinion Oc-27/21 
Of the Inter-American Court of Human Rights

Abstract
Normally, gender analyses of the world of labour, in particular from its legal development, have been aimed at 
figures such as access to employment, the precarious working conditions of women, the glass ceiling, and the 
application of the principle of equal pay work and access to social security benefits, among others. However, 
other institutions with a broader sense permeate labour law, such as collective negotiation and strikes, which, 
from the point of view of women’s work, have not had the same development. Hence, the Advisory Opinion of the 
Inter-American Court of Human Rights can initiate or revitalize discussions that nourish labour law in general 
and those of collective nature in particular. 
Keywords: Freedom of association; trade union guarantees; trade union association; right to strike; trade unions; 
gender approach; inter-American human rights system. 

Desenvolvimento da opinião consultiva OC-27/21 
da Corte Interamericana de Direitos Humanos

Resumo
Normalmente as análises com uma perspectiva de gênero sobre o mundo do trabalho e, em particular, desde seu 
desenvolvimento jurídico, estão voltadas para assuntos como o acesso ao emprego, as condições de precarização 
laboral das mulheres, o teto de cristal, a aplicação do princípio ‘a igual trabalho, igual salário’ e o acesso a previdência 
social, entre outras. No entanto, existem outras instituições com um caráter mais amplo e que permeiam o direito 
do trabalho, tais como a negociação coletiva e a greve que, do ponto de vista do trabalho das mulheres não tiveram o 
mesmo desenvolvimento, de maneira que a Opinião Consultiva da Corte Interamericana de Direitos Humanos pode 
dar início ou revitalizar discussões que nutram o direito do trabalho em geral e os de caráter coletivo em particular.
Palavras-chave: Liberdade sindical; garantias sindicais; associação sindical; direito à greve; sindicatos; perspectiva 
de gênero; sistema interamericano de direitos humanos.
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Derechos sindicales: consagración general, con poca visión 
de género.
Desarrollo de la Opinión Consultiva OC-27/21  
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos

Introducción

Las estadísticas mundiales muestran, sin sonrojarse, que las mujeres 
ganan menos que los hombres en todo el planeta, que hacen más 
trabajo doméstico no remunerado que ellos […], que sufren tasas 
de desempleo más altas y son más pobres, cuando se jubilan ganan 
menos dinero, son dueñas de menos propiedades y poseen menos 
riqueza. (D´alessandro, 2018, pp. 20-21) 

Y, recientemente, han sido más golpeadas por los efectos sociales, económicos 
y afectivos de la pandemia. Así, en Colombia: 

En diciembre de 2020, después de algunos meses de reactivación 
económica y reapertura de sectores, el desempleo femenino era de 
18,7% y el masculino de 10,2%, en comparación con el trimestre 
de enero a marzo, previo a la pandemia, cuando era 16,4% y 9,8%, 
respectivamente. Esto evidencia que la recuperación económica tam-
bién se ha dado con sesgos de género, que los sectores más afectados 
con las medidas para contrarrestar la pandemia y que más tardarán 
en recuperarse tenían mayor empleabilidad femenina, y que para 
las mujeres el retroceso en derechos es preocupante y requiere de 
acciones concretas (Perdomo y Sánchez, 2021, p. 18)

El derecho laboral, como aquellas normas jurídicas que buscan regular e 
intervenir el mundo del trabajo, haciendo compatible la libertad de empresa sin 
socavar los derechos mínimos de las personas trabajadoras, se enfrenta a una serie 
de preguntas y cuestionamientos en su relación con las mujeres y todos aquellos 
que no hacen parte de un supuesto masculino, proveedor de ingresos, con vidas 
laborales estables y permanentes. De esta manera, más allá de los indicadores 
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precisos sobre desigualdad entre hombres y mujeres, la regulación del trabajo 
genera importantes tensiones y discusiones que, desde el punto de vista jurídico, 
no siempre se han podido responder. 

Frente al trabajo femenino, las discusiones normalmente han partido desde 
la Revolución Industrial y su ingreso al mundo del trabajo. Sin embargo, es re-
conocido por la doctrina que la mayoría de ellas, excluyendo a la burguesía y la 
monarquía, han trabajado siempre, ya sea con o sin pago, lo que sucede es que 
desde una visión contemporánea del derecho laboral, en aquella sociedad pre-
industrial, el marido y la mujer se necesitaban uno al otro en lo económico y lo 
laboral, pues la existencia de la familia solo se producía con el esfuerzo conjunto 
de la pareja, lo que hizo asumir a la mujer actividades desconocidas cuando ello 
fuera necesario, pues los límites impuestos por la sociedad industrial no estaban 
claros aún (Wikander, 2016, p. 24); sin embargo, el nacimiento del derecho labo-
ral, sus consignas, reivindicaciones y papel político, sí está unido necesariamente 
a la industrialización, en el que para una familia obrera resultaba muy difícil su 
sobrevivencia si todos sus miembros no trabajaban, incluyendo las mujeres, los 
niños y las niñas (Wikander, 2016, p. 36).

Ahora bien, a pesar de que las necesidades económicas empujaban a algunas 
mujeres a trabajar en las condiciones que se les ofreciera, el derecho laboral fomen-
taba el modelo del trabajador masculino, que transitaba de manera paralela a sus 
compañeras que, en todo caso, no tienen el mismo reconocimiento en su calidad de 
trabajadoras. Es decir, están en el mundo laboral, donde no negocian su proyecto de 
vida, sino que se les impone, pero al hacerlo no gozan del mismo reconocimiento 
que ellos, situándose en un círculo vicioso en el que hacen parte del proletariado, 
pero no lo suficiente para exigir los mismos derechos de estos. Esta ambivalencia 
de su presencia lleva a otros cuestionamientos que se alimentan entre sí, incluyen 
contradicciones en la discusión y plantean muchos problemas adicionales.

En este sentido, uno de los elementos que ejemplifica mejor esta complejidad 
de las instituciones jurídicas es el salario. Así, más allá de su definición legal, tiene 
implícitas una serie de ideas y argumentos que si se analizan con perspectiva de 
género muestran las dificultades de discursos que contiene. Por ejemplo, este pago 
puede verse como un elemento emancipatorio, bajo la idea y necesidad que tienen 
las mujeres de ingresar al mercado laboral con el fin de obtener un ingreso para 
ser independientes de sus maridos. Es decir, el pago y las prácticas del mundo del 
trabajo son un elemento liberatorio frente a las prácticas sociales y económicas 
que genera la dependencia de las mujeres hacia los hombres, ya fuera sus padres 
o parejas. Sin embargo, esta idea reivindicatoria podría resultar cuestionada, en 
la medida en que, 

también la mujer proletariada se ve inserta en el mecanismo de 
la vida económica de nuestros días, se ve arrastrada a la oficina o 



▪ 193

Ana María Muñoz Segura

▪ Estudios de Derecho, N.o 174 jul-dic 2022, ISSN-L 0120-1867 ▪
▪ Doi: 10.17533/udea.esde.v79n174a08 ▪

atada a la máquina. Ha entrado en la vida económica para aportar 
un poco de ayuda a su marido, pero el modo de producción capita-
lista la ha transformado en una concurrente en desventaja: quería 
acrecentar el bienestar de la familia y ha empeorado la situación: 
la mujer proletaria quería ganar dinero para que sus hijos tuviesen 
un mejor destino y casi siempre se ve arrancada de sus brazos. […] 
En consecuencia, la mujer del proletariado ha podido conquistar 
su independencia económica, pero de ello no ha sacado ninguna 
ventaja. (Zetkin, 1896, párr. 9)

En una visión más contemporánea, pero de cara al mismo problema, “solo 
las mujeres privilegiadas podían llegar a pensar que trabajar fuera del hogar les 
proporcionaría ingresos bastantes como para ser autosuficientes económicamente. 
Las de clase trabajadora ya sabían que los salarios que ellas recibían jamás podrían 
liberarlas” (hooks, 2019, p. 61), de manera que un “empleo con salarios bajos no 
liberaba de la dominación masculina a las mujeres pobres y de clase trabajadora” 
(hooks, 2019, p. 73), pues solo replicaría el modelo de sujeción en la fábrica y en 
el hogar, pues la agencia de emancipación no está ni en el salario ni en las condi-
ciones laborales, pues estas no se igualaron a las de los hombres. 

A esta cuestionada inclusión en el mundo del trabajo, que no significa lo mismo 
para los hombres que para las mujeres, se le suma el hecho de que de todos modos 
estas últimas siguen teniendo las cargas propias del espacio privado del hogar, 
lo que implica mantener las últimas, pero sumando las primeras, llevándolas a la 
sobrecarga y pugna entre los dos espacios.

En segundo lugar, además del pago y reconocimiento económico por la labor 
desempeñada, otra idea que transita en el caso de las mujeres trabajadoras se 
refiere al hecho que el ingreso al trabajo iba de la mano de las condiciones de 
aquellas que ya estaban insertas en el mundo laboral, pues,

la mujer se ha convertido en una fuerza de trabajo absolutamente 
igual al hombre: la máquina ha hecho superflua la fuerza de los múscu-
los y en todas partes el trabajo de las mujeres ha podido producir los 
mismos resultados productivos que el trabajo masculino. Tratándose 
además y ante todo, de una fuerza de trabajo voluntaria, que solo 
en rarísimos casos se atreve a oponer resistencia a la explotación 
capitalista, los capitalistas han multiplicado las posibilidades con el 
fin de poder emplear el trabajo industrial de las mujeres a la máxima 
escala. Si en la época de la familia patriarcal el hombre tenía derecho 
a usar moderadamente la fusta para castigar a la mujer, el capitalismo 
ahora la castiga con el látigo. (Zetkin, 1896, párr. 9)

Se reitera, tanto quienes buscaban entrar al mundo del trabajo como quienes 
ya llevaban un tiempo en él, en cualquiera de las dos circunstancias menciona-
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das, lleva a la discusión de que el trabajo fuera de la casa, ni en ese momento 
ni hoy, eximía a las mujeres de las obligaciones que “naturalmente le han sido 
adjudicadas” en su labor de cuidadora. De manera que con o sin trabajo, las 
labores de cuidado compiten en el uso del tiempo con las desarrolladas fuera 
de casa. Pero, además,

el salario es un elemento esencial en la historia del desarrollo del 
capitalismo porque es una forma de crear jerarquías, de crear grupos 
de personas sin derechos, que invisibiliza áreas enteras de explota-
ción como el trabajo doméstico al naturalizar formas de trabajo que 
en realidad son parte de un mecanismo de explotación. (Federici, 
2018, p. 19)

Entonces, la división de la figura del trabajador masculino que debe llevar el 
sustento al hogar y la mujer dependiente que realiza labores no remuneradas o la 
trabajadora o aquella que desarrolla las dos, sumado al hecho que incluso cuando 
ellas salen a trabajar no están en igualdad de condiciones con sus compañeros, se 
potencia con la idea de que en cualquiera de los escenarios, el trabajo por fuera de 
casa es el de valor económico y siempre las labores de cuidados están en cabeza 
de las mujeres, sin adjudicarle una importancia económica, poniendo al derecho 
laboral en una situación, a lo menos, problemática1. 

Estas tensiones de carácter mucho más teórico que el desarrollo propio de 
la norma, sirven para dar pie al presente análisis y evidenciar la importancia 
de la Opinión Consultiva, en la medida en que, además de reiterar los alcances de 
los derechos en cuestión, se considera, abre nuevas discusiones que pueden nutrir 
al derecho laboral e impulsar a nuevas preguntas y respuestas.

Con este trasfondo y estas tensiones que van y vienen, para ubicar la discu-
sión del instrumento internacional, es necesario considerar que, dentro del canon 
tradicional del derecho laboral, este ha sido tradicionalmente dividido en dos: uno 
de carácter individual, que regula las relaciones entre un trabajador y su emplea-
dor y el colectivo, que se da cuando la actuación de cualquiera de ellos se hace de 
manera grupal. Normalmente las figuras que han sido mayormente cuestionadas 
y que han recibido el mayor impacto desde el feminismo han sido las primeras, en 
tanto que las segundas no han recibido la misma atención. Así, es posible afirmar 
que a la historia y al funcionamiento actual del derecho de asociación sindical, de 
negociación colectiva y de huelga les hace falta evidenciar la presencia que existió 
de las mujeres y la que debe presentarse hacia el futuro.

1	 Al respecto, valdría preguntarse si el derecho podría dar estas respuestas o si debería hacerlo la teoría feminista o 
los dos. Para el presente análisis, se reconoce que existe algún grado de participación en las modificaciones institu-
cionales y en la realidad.
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Desde una visión tradicional, 
El derecho colectivo del trabajo conlleva una doble naturaleza: 

es un fin en sí mismo, porque procura satisfacer el impulso natural 
del hombre a la unión con sus semejantes, pero es también un medio 
-y ésta es su finalidad suprema- para la creación y cumplimiento del 
derecho individual del trabajo y de la seguridad social. (De la Cueva, 
1986, p. 228) 

En este sentido, esta ramificación del laboral puede plantearse como una opor-
tunidad de creación de una herramienta de emancipación laboral o un espacio de 
desarrollo de ideas feministas en las relaciones laborales, pues, mientras el primero 
está fundamentado en la intervención del Estado, en la imposición de normas y 
derechos mínimos, el segundo puede ser el lugar a la discusión entre las partes, 
para el establecimiento de reglas propias y consensuadas, donde precisamente 
cabe ampliar el discurso hacia lo femenino y otras realidades no binarias. Y allí es 
donde puede estar la importancia y los retos de un pronunciamiento internacional 
como el que en esta oportunidad se analiza. Si se considera entonces el derecho 
laboral colectivo como un espacio de creación legislativa grupal entre las partes, 
resulta interesante la Opinión Consultiva OC27/21 de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, en la medida en que renueva o ratifica los alcances de estos 
derechos desde el punto de vista general, pero con un enfoque de género. 

El empleo no nos liberará necesariamente, pero es un hecho que la 
independencia económica es necesaria para que las mujeres se libe-
ren. Cuando hablamos de independencia económica como un agente 
más liberador que el empleo, debemos dar un paso más y hablar de 
qué tipo de empleo nos libera: evidentemente, los empleos mejor 
pagados con horarios cómodos suelen ofrecer una libertad mayor a 
la trabajadora. (hooks, 2019, p. 74)

En esta medida, asumiendo ese papel del trabajo, las necesidades particula-
res de las mujeres pueden jugar un papel importante en la reivindicación de los 
derechos colectivos, pues su presencia en las agrupaciones implica que puedan 
visibilizar sus requerimientos o la necesidad de su regulación, incidiendo de esta 
manera en las condiciones particulares de quienes lo exigen o incluso podrían 
extenderse a un grupo más general, como por ejemplo por rama de actividad 
económica.

Por eso se considera que la decisión internacional puede ser una oportunidad 
de generar nueva doctrina y nuevas aproximaciones a las instituciones jurídicas 
en discusión, reconociendo que el organismo ya ha proferido pronunciamientos 
relacionados con derechos de carácter colectivo, pero en asuntos individuales 
o inter partes, como por ejemplo en los casos: Baena Ricardo vs. Panamá, Lagos 
del Campo vs. Perú y Huilca Tecse vs. Perú, entre otros, pero no lo había hecho 



196 ▪

Derechos sindicales: consagración general, con poca visión de género

▪ Estudios de Derecho, N.o 174 jul-dic 2022, ISSN-L 0120-1867 ▪
▪ Doi: 10.17533/udea.esde.v79n174a08 ▪

de manera amplia y tan claramente en esta materia, con el enfoque especial de 
género. 

Se propone entonces abordar el tema, en primer lugar, a la luz de los derechos 
de asociación sindical, negociación colectiva y huelga, para dar lugar, posteriormen-
te, a lo que en este sentido desarrolló la Opinión Consultiva y su aplicación en el caso 
de las mujeres, incluyendo algunas afirmaciones frente al caso colombiano, para 
finalizar con unas conclusiones de los retos que impone el instrumento judicial.

1. El trípode sindical

Reconociendo las distintas discusiones teóricas y normativas que la doctrina, las 
normas y la jurisprudencia han desarrollado en los distintos países, y volviendo 
al espectro de lo que se ha denominado el derecho laboral colectivo, no debe ol-
vidarse que además de que este tiene un carácter puramente regulatorio, cuenta 
con una relevante connotación como derecho político, 

Porque su misión inmediata es facilitar al trabajo los elementos nece-
sarios para imponer al capital una normación justa de las condiciones 
de prestación de los servicios. Pero su fuerza y su valor radican en la 
idea de la existencia de una trilogía indisociable de las instituciones 
del derecho colectivo del trabajo. (De la Cueva, 1986, pp. 216-217) 

Al referirse a los derechos básicos de carácter laboral colectivo, la doctrina 
ha usado figurativamente la alusión al trípode o el triángulo que lo soporta, de 
manera que 

Podría representarse gráficamente como un triángulo equilátero, 
cuyos ángulos, todos idénticos en graduación, serían el sindicato, la 
negociación y contratación colectivas y la huelga, de tal manera que 
ninguna de las tres figuras de la trilogía podría faltar, porque desa-
parecería el triángulo. (De la Cueva, 1986, pp. 216-217) 

Así, el derecho de asociación sindical o sindicalización, el derecho de nego-
ciación colectiva y el derecho a la huelga forman no solo la figura que sostiene y 
forja al derecho laboral colectivo, sino que además se trata de reconocimientos 
legales individuales que no pueden sobrevivir el uno sin el otro, que tienen una 
interdependencia entre ellos o una cadena que los convierte en sucesivos. De este 
modo, el derecho a formar un sindicato solo tiene sentido si a través de él se pueden 
realizar gestiones ante la otra parte, es decir, si puede gestionar sus peticiones a 
través de la negociación colectiva y, ante la presencia y permanencia del conflicto, 
sea posible acudir a un mecanismo de presión como lo es la huelga, así:
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La libertad sindical nació históricamente para facilitar y tutelar -frente 
al Estado, frente al empresario y, en su caso, frente a otras posibles 
agresiones- la libre constitución de sindicatos, la libre sindicación y 
el libre desarrollo de la actividad sindical. Con el paso del tiempo su 
contenido se ha enriquecido extraordinariamente, pero aún hoy sigue 
girando en torno a esa tripleta. (Martín Valverde, Rodríguez-Sañudo 
y García Murcia, 1998, p. 273) 

Que amarrado a la instrumentalización de la negociación colectiva, encuentra 
su culminación con la huelga, como forma de: 

Presión al empresario para mejorar las condiciones de trabajo (huelga 
laboral); pero también puede perseguir otros fines, por ejemplo el de 
influir en la gestión de los poderes públicos (huelga política) o en la 
adopción de medidas sociales en beneficios de la clase trabajadora 
(huelga político-social). (Martín Valverde et al., 1998, p. 386)

Este trípode soporta la mayoría de las figuras que la ley ha consagrado para 
hacerlos efectivos tales como el fuero y los permisos sindicales, la instrumentaliza-
ción de su ejercicio como toda la operatividad de la negociación, distinciones legales 
como la diferencia entre el cese ilegal y huelga y otras discusiones conceptuales y 
jurídicas como la representatividad sindical, la extensión de la convención colec-
tiva, que desbordan los propósitos del estudio planteado en esta oportunidad, y 
que siguen teniendo relevancia e incluso puede adquirir otro cariz si su análisis se 
hace bajo una mirada femenina. Dado que estas figuras siguen latentes y vigentes, 
habría que repensar si el instrumento internacional les da un nuevo impulso o 
recontextualiza el análisis.

2.	 El desarrollo de la Opinión Consultiva OC-27/21. Reiteración de 
elementos ya reconocidos

Ubicados los derechos que se encuentran en el foco de estudio sobre las discu-
siones transversales sobre el papel de las mujeres en el trabajo, es necesario 
indicar que el origen de la Opinión Consultiva se da respecto del alcance de las 
obligaciones de los Estados miembro sobre las garantías de libertad sindical en 
relación con otros derechos y su aplicación con perspectiva de género; solicitud 
que se acompaña de un índice global del ejercicio de derechos colectivos de los 
y las trabajadores(as) de la zona, llamando la atención sobre la criminalización 
de la protesta social ocurrida en países como Brasil, Colombia, Chile, Honduras, 
Argentina y Costa Rica, en los últimos años. Y aunque el instrumento tiene diversas 
aproximaciones y análisis, lo que ameritaría igual número de interpretaciones; en 
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esta oportunidad se propone su presentación general, tomando los aspectos que 
pueden resultar importantes para mostrar su relevancia y las nuevas narrativas 
que se imponen en estos derechos.

En este orden de ideas, en primer lugar, el documento se refiere a cada uno 
de los derechos, acudiendo no solo a instrumentos internacionales como la De-
claración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, el Pacto de San José, entre otros, sino también, de manera 
importante y específica, a los convenios de la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT) como el 87, 98, 111, 135, 151, 154, 156 y la Recomendación 165, 
además de su Constitución y Declaración, relativa a los principios y derechos 
fundamentales en el trabajo y su correspondiente seguimiento, evidenciando 
su valor dentro del derecho internacional y su incidencia en el de cada país. En 
el caso colombiano, la nación ratificó el 87 y 98, lo que incluso le ha merecido 
diversos cuestionamientos al Gobierno nacional por parte de la organización y 
de su Comité de Libertad Sindical. 

En la aproximación de cada uno de los derechos, el instrumento internacional 
inicia su desarrollo con el de organizarse para discutir las condiciones de trabajo 
por parte de los y las trabajadoras, lo que genera la posibilidad de presentar sus 
peticiones ante su empleador. En su exposición se insiste en la necesidad de que 
este derecho venga acompañado del de negociación, pues de nada vale crear la 
organización sindical o su reunión como grupo, sino se logra crear el espacio con 
la contraparte para el diálogo de sus intereses y acuerdo de sus diferencias.

Añade la Corte, que el derecho de sindicalización además de su promulgación 
y consagración, requiere una materialización en aspectos como garantizar el fun-
cionamiento democrático de las organizaciones a fin de salvaguardar los intereses 
de los afiliados, que sus requisitos no sean disuasivos para su constitución, como 
por ejemplo, que el número de integrantes no sea demasiado alto de manera que 
impida su conformación, el derecho de creación y afiliación en el número de or-
ganizaciones gremiales que se consideren convenientes o no prohibir la creación 
de más de un sindicato en una empresa. 

Por otro lado, reconoce que tiene implícita una dimensión individual positiva 
y negativa de afiliarse o no al sindicato, pero también una de carácter grupal, de 
manera que no es posible incurrir en prácticas de discriminación antisindical con-
tra sus miembros o representantes para permitir que se ejerza efectivamente el 
derecho, así como desarrollar las actividades en favor de la agremiación bajo una 
representación libre. Llama la atención sobre la obligación de los Estados para el 
ejercicio del derecho en su doble connotación, así como que la organización cuente 
con reglamentación propia, organización administrativa interna e independencia 
financiera, que no sea sometida a una disolución por vía administrativa sino judicial 
y que esto ocurra solo como una medida extrema. 
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Entonces, la Corte reconoce, aunque no de manera expresa, que hay un núcleo 
duro del derecho, que se refleja en unos aspectos que pueden variar en los distintos 
países y hay otros de carácter más instrumental que buscan su efectividad. En este 
sentido, dentro de los primeros estarían el número de afiliados, por ejemplo, en 
tanto que los aspectos de la inscripción y los trámites para ello podrían ser una 
manifestación de los segundos. En el caso colombiano, la Constitución nacional 
consagra el derecho de asociación sindical tanto para trabajadores como para 
empleadores (núcleo central), indicando además que se garantiza sin intervención 
del Estado, con reconocimiento jurídico desde inscripción del acta de constitución, 
con libertad de crear su estructura interna y el funcionamiento a las normas y 
principios democráticos, limitando la cancelación o suspensión de la personería 
jurídica por vía judicial y excluyendo de él solamente a los miembros de la Fuerza 
Pública, postulados que desarrolla el Código Sustantivo del Trabajo (desarrollo 
instrumental).

Nótese que la disposición del derecho constitucional guarda relación con los 
alcances internacionales, y no sobra advertir que es profuso el desarrollo juris-
prudencial sobre estos asuntos, sobre su interpretación, su confrontación frente a 
las normas ya existentes en la legislación laboral y aplicación en situaciones par-
ticulares, sin embargo, implicaría adentrarse en aspectos que desbordan el actual 
propósito. Baste señalar entonces, que además de la consagración constitucional 
del derecho, muchas de las reglas que lo hacen efectivo y a las que se refiere la 
Corte Interamericana de derechos Humanos, han sido abordadas en el país desde 
el punto de vista normativo y jurisprudencial nacional.

Ahora bien, tal y como se mencionó anteriormente, el derecho de asocia-
ción sindical requiere para su efectividad del siguiente eslabón: la negociación 
colectiva, entendida como ese componente esencial de la libertad sindical, pues 
comprende los medios necesarios para que los y las trabajadoras y empleadores 
se encuentren en condiciones de defender y promover sus propios intereses. Es 
pues la institucionalización del estado de intercambio de opiniones e intereses para 
crear un acuerdo. En este sentido, señala la Corte Interamericana que los Estados 
miembro no solo no pueden limitar este derecho, sino que, por el contrario, deben 
propiciar medidas que estimulen y fomenten la creación de espacios de discusión 
y búsqueda de consensos, como por ejemplo, la participación de la organización 
más representativa y la posibilidad de que existan varios convenios o sindicatos 
en una misma empresa. 

De manera particular, en el país estos últimos aspectos han sido objeto de 
diversas discusiones técnicas y dogmáticas sobre esta garantía, incluso como 
medida que desnaturaliza y debilita al propio sindicalismo o por ejemplo, la dife-
rencia que se da según quien inicie la etapa de discusión, ya sea que esté en cabeza 
de los empleadores o de los y las trabajadoras (Corte Suprema de Justicia [CSJ], 
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Sentencia SL1309-2022); sin embargo, bastará con referirse al hecho de que, en 
Colombia a partir de la Constitución de 1991, el artículo 55 reconoce, por primera 
vez con este rango, este derecho y el “deber del Estado promover la concertación y 
los demás medios para la solución pacífica de los conflictos colectivos de trabajo”.

Finalmente, en el triángulo se encuentra el derecho a la huelga. Al respecto, la 
Opinión Consultiva la reconoce como un medio legítimo de defensa de los intereses 
económicos, sociales y profesionales de los y las trabajadoras, como un recurso y 
medio de presión que se encuentra reconocido en Constituciones y legislaciones 
de los Estados miembro, que además ha sido desarrollado de manera profusa 
por el Comité de Libertad Sindical de la OIT. A su juicio, es uno de los derechos 
fundamentales desde el punto de vista individual de las personas trabajadoras, 
pero también de las organizaciones sindicales e incluso sociales, al ser un medio 
legítimo de defensa de sus intereses; para ello trae a colación lo afirmado por el 
Tribunal europeo que la reconoce como uno de los instrumentos “más poderosos” 
de protección de los derechos laborales.

Una vez se expone su núcleo duro, se da paso a sus características y reconoce 
que en su finalidad pueden distinguirse según sus alcances, así: (i) de naturaleza 
laboral para mejorar las condiciones de trabajo, (ii) de naturaleza sindical, si está 
dirigida a reivindicaciones colectivas o (iii) en los eventos en que se acude a ella 
para impugnar políticas públicas. Nótese entonces cómo estos tres derechos po-
drían lograr cambios importantes en las condiciones particulares o más generales 
del derecho laboral tratándose del caso de las mujeres. Es decir, si la huelga tiene 
un espectro más amplio que el cese de actividades en una empresa y si logra una 
mayor intervención y presencia de las mujeres, podría ser un espacio de construc-
ción de un derecho laboral femenino consensuado.

Finalmente, y en el contenido instrumental del derecho, la Opinión Consultiva 
advierte sobre la necesidad de que su ejercicio cuente con un criterio de legalidad 
como elemento central para su protección, que las condiciones y requisitos para su 
ejercicio no resulten complicadas o imposibles de cumplir y anuncia que el hecho 
de dar preaviso al empleador es admisible si este resulta razonable. Así mismo, 
se refiere al hecho de no limitar su duración, que la declaratoria de ilegalidad 
deba recaer exclusivamente en el poder judicial bajo unas causales taxativas y 
limitarse o prohibirse cuando solo cuando se trata de funcionarios públicos, como 
por ejemplo, cuando implica órganos del poder público que ejerzan funciones de 
autoridad a nombre del Estado o cuando involucra servicios esenciales en sentido 
estricto, esto es, que amenazan de manera evidente e inminente la vida, seguridad, 
salud o libertad, restricción que tendrá a cambio unas garantías compensadoras 
o soluciones sustitutivas. 

En Colombia, el derecho de huelga también tiene consagración constitucio-
nal, y mientras en la Carta Política anterior a 1991 se restringía en los casos de 
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actividades que desarrollaran servicios públicos, en esta se refiere a aquellos con 
alcances de esenciales, concepto sobre el que hay diversos aportes doctrinarios, 
normativos y jurisprudenciales, constituyéndose en uno de los aspectos que más 
controversia y discusión ha generado en el país. Así, por ejemplo, resultan muy 
interesantes las consideraciones hechas por la CSJ en el análisis de huelgas, pues 
para llegar a su definición, la Corporación hace un recuento del derecho de la 
asociación sindical y de la relación de la huelga precisamente con ese concepto 
de servicios públicos esenciales, que por lo pronto no cuenta con una definición, 
sino que se encuentra referido a normas particulares, como es el caso de la banca 
central o al análisis jurisprudencial (CSJ, Sentencia SL1680-2020).

Al respecto, en dicha sentencia, se afirma que: 
Esta limitación se justifica en la medida que, si bien la huelga 

es derecho importante en el sistema jurídico universal, no tiene un 
carácter absoluto y, por consiguiente, puede bajo precisas y excep-
cionales circunstancias ceder frente a otros bienes que la comunidad 
considera realmente esenciales para la vida humana. (CSJ, Sentencia 
SL1680-2020) 

Y por ejemplo, al analizar la huelga en un hospital considera que:
Lo que se debe constatar, es si realmente el cese afectó un servicio 

de aquellos cuya interrupción de manera directa, evidente e inmediata 
puso en riesgo la salud, la vida y la seguridad de toda o parte de la 
población. Luego, el derecho de huelga no es que esté prohibido a 
todo el personal de las EPS o IPS, o a todos los profesionales de salud, 
pues su restricción recae estrictamente sobre aquellos servicios cuya 
interrupción -sin más rodeos- ponga en peligro la salud y vida de las 
personas. (CSJ, Sentencia SL1680-2020) 

Para finalizar, el instrumento internacional hace un ejercicio sobre la relación 
entre los tres derechos, reiterando lo que la doctrina ya había hecho: la libertad 
sindical tiene una importante función social de mejora de las condiciones de tra-
bajo, en tanto que la negociación colectiva y la huelga actúan como herramientas 
esenciales del derecho de asociación sindical, y los tres, están relacionados con 
los derechos al trabajo y sus condiciones justas, equitativas y satisfactorias, como 
medios de nivelación entre los intereses opuestos de las partes en tensión. 

Es importante advertir que tanto los convenios de la OIT como su doctrina y 
desarrollos hechos por el Comité de Libertad Sindical, se han pronunciado en la 
misma línea que la Corte, de manera que no resulta ni novedosa ni revolucionaria su 
aproximación frente a los tres derechos objeto de estudio. Es decir, es una recopila-
ción de la trascendencia y valor que se le ha dado al denominado trípode colectivo.
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3. ¿Derechos sindicales, solo de ellos?

La Opinión Consultiva continúa con una estructura que acude a otros derechos 
relacionados con los ya estudiados y posteriormente, da lugar al análisis parti-
cular y con enfoque de género. Sin embargo, se considera importante detenerse 
en estos antes de llegar a los últimos, pues sirven precisamente para llamar la 
atención sobre las dificultades que implica el ejercicio de la “triada”, en el caso de 
las mujeres y lo que al respecto propone el organismo internacional.

Así, por ejemplo, el instrumento se refiere a la libertad de expresión que 
comprende el derecho a buscar, recibir y difundir ideas e informaciones de 
toda índole, así como recoger y conocer información de ideas propagadas por 
una persona hacia los demás. De esta manera, se reconoce que cuenta con una 
dimensión individual y otra social, pues implica que nadie sea arbitrariamente 
impedido a manifestarse y a recibir la información, pero también es un ele-
mento indispensable para la formación de la opinión pública en una sociedad 
democrática.

En el caso del derecho de asociación sindical, se convierte en una condición 
necesaria para los dirigentes que deseen influir sobre la colectividad, es decir, 
para que el derecho de asociación sindical pueda desarrollarse plenamente, 
es necesario que las ideas tanto de la organización como de quienes son sus 
representantes o pretendan serlo, puedan ser transmitidas y conocidas por los 
demás. Incluso, se trata de una garantía que debe permear a toda la organización 
en tanto que los acuerdos y las diferencias en su estructura, deben permitir la 
participación de todos sus integrantes, requiriendo no solo un ejercicio estatal 
sino del propio sindicato.

Así, se convierte en una libertad esencial para la normal expresión de los de-
rechos sindicales, pues es la corriente y el curso de la libre información, de ideas 
y opiniones, lo que es fundamental para el ejercicio de los derechos sindicales y 
la negociación colectiva; lleva además a la publicación y difusión de pensamien-
tos y comunicaciones de interés sindical, de manera que este derecho requiere 
de particular aplicación y protección en contextos laborales, exigiendo un nivel 
reforzado al referirse a la protección de sus representantes.

Y aquí valdría hacer una primera pregunta, que puede tener múltiples res-
puestas según las realidades, en cuanto a si realmente las mujeres que participan 
en las organizaciones sindicales tienen acceso a la información, pero tal vez lo 
más importante, es si pueden expresar su opinión en ellas. En otra palabras, el 
planteamiento del derecho a la información no puede hacerse de manera simple-
mente general, sino que requiere también de la especificidad en lo referente a si 
las mujeres logran o no socializar antes, durante y después del horario laboral, 
por ejemplo, para conocer las últimas novedades del sindicato. 
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Si se asume que la mayoría de ellas tienen cargas familiares, esto puede im-
plicar que lleguen justas en el manejo del tiempo al trabajo y que esto ocurra a la 
inversa a la hora de salida, de manera que se reduzca la posibilidad de acceder a 
las publicaciones de la organización. Sin posibilidades de acceder a las comuni-
caciones gremiales, o hacerlo de manera parcial, se reducen las posibilidades de 
participación y hacer oír sus requerimientos. Lo que a la postre está relacionado 
no solo con discusiones profundas sobre su participación pública, sino también 
con aspectos menos amplios como su participación en estos círculos de poder o 
su presencia en las reuniones para que puedan incidir en ellas. 

En este mismo sentido, la Opinión Consultiva hace alusión al derecho a la re-
unión que, para estos efectos, implica presencia en reuniones privadas o públicas, 
que también pueden ser estáticas o con desplazamiento. Y aunque no es categórico 
en la decisión judicial analizada, es necesario reconocer que cualquier traba que 
signifique afectar el derecho a la reunión y expresión, afectará a la asociación sin-
dical. De esta manera, si a las mujeres no se les garantiza la posibilidad de acudir a 
los sitios de reunión, que se oiga su voz, donde haya un verdadero intercambio de 
sus ideas, al final el ejercicio de su derecho de asociación sindical resulta restric-
tivo. Lo que lleva entonces nuevamente a la discusión sobre el trabajo de cuidado 
que pondría en dificultades la movilización y participación no solo en reuniones, 
sino también en todas aquellas prácticas donde se desarrolle el derecho sindical. 
Y esta no es una discusión tangencial, si se considera que:

De acuerdo con estudios en la materia, las mujeres dedican cuatro 
horas y 25 minutos al trabajo de cuidados no remunerado, mientras 
que los hombres dedican únicamente una hora y 23 minutos. Una 
reciente publicación de la OIT resulta reveladora en este sentido, 
al señalar que entre 1997 y 2012 hubo una reducción de sólo 15 
minutos en el tiempo dedicado por las mujeres al trabajo doméstico 
no remunerado, y un aumento de sólo ocho minutos en el tiempo 
dedicado por los hombres, lo cual implica que de mantenerse esta 
tendencia llevará 209 años superar la brecha de género en término 
de tiempo dedicado este trabajo. (OEA-Comisión Interamericana de 
Mujeres [OEA-CIM], 2020, p. 32)

Se insiste, si la trabajadora debe cumplir con unas estrictas cargas de cuidado 
o debe escoger entre ellas y participar en una reunión sindical, una marcha o una 
huelga, evidentemente cumplirá con las primeras y sobre las segundas optará 
por no hacerlo o lo hará eventualmente. Así, al cuestionar el manejo del horario 
del trabajo, las dificultades de llegar a él también tienen incidencias, cuando 
previamente se requiere de un desplazamiento en labores de cuidado, como si 
“no fueran obligatorios, si no meramente ‘tiempo de espera’ para diletantes” 
(Criado Pérez, 2020, p. 59), así las cosas “la separación jurídica entre el hogar y 
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los lugares de trabajo formales puede complicar increíblemente la vida” (Criado 
Pérez, 2020, p. 69).

Y se trata de asunto importante en la medida en que: 

Es necesario incluir la movilidad y sus efectos en los análisis del 
mundo del trabajo, […] Este tipo de análisis se ubica en el campo 
de investigación de la geografía legal feminista, que aboga por explicar 
que las ciudades no son espacios neutros, porque las relaciones de 
poder determinan espacios públicos -incluyendo el transporte- no 
están adaptados para las experiencias y las necesidades cotidianas 
de las mujeres, la mayoría de la configuración urbana está basada en 
la división sexual del trabajo, y porque la manera en que la política 
pública lee las ciudades y a las mujeres (o las invisibiliza) afecta la 
construcción de nuestra identidad y, más importante, el balance de 
prioridades, elecciones, negociaciones, poder y recursos que gestio-
namos y negociamos en nuestra vida cotidiana. (Buchely Ibarra y 
Castro Cristancho, 2020, pp. 116-117)

Es decir, la participación presencial y activa de aquellas que quieran partici-
par en el sindicato, de preparar y presentar ideas, está atravesada también por la 
discusión sobre las labores de cuidado, requiriendo condiciones para gozar del 
tiempo suficiente para realizar su trabajo y participar en estos espacios sindica-
les, de manera que puedan tener un mayor ejercicio de sus derechos y con ello 
una mejora de sus condiciones. Entonces, si ya el puesto de trabajo impone unas 
dificultades en su administración que normalmente están en cabeza de la mujer 
resolver, no debe perderse de vista que las actividades sindicales buscarán su 
desarrollo en muchos casos antes o después de la jornada laboral, presionando 
aun más la falta de tiempo para aquellas mujeres que quieren participar o sim-
plemente desincentivando su presencia por las dificultades que ello conlleva. Es 
decir, dentro de esas elecciones y negociaciones en el manejo del tiempo y de la 
ciudad, también está el derecho de asociación sindical y todo lo que él implica. 
Por ello, lograr la participación equilibrada y proporcional en el espacio laboral 
debe ser una meta del Estado, no solo para trabajar sino también para ejercer la 
asociación sindical. 

El problema puede agravarse si se liga el derecho de negociación colectiva, 
en la medida en que implica para su efectividad la realización de actividades de 
concertación, lo que lleva la necesidad de reuniones que pueden hacerse dentro 
de la jornada laboral, pero también puede exigir labores preparatorias y de cierre 
por fuera de ella, llevando entonces a una tensión con los dos derechos. Por ello, 
la Opinión Consultiva es precisa en señalar la necesidad de eliminar las barreras 
que impidan a las mujeres participar activamente en sindicatos, en sus cargos de 
dirección y en la participación en la toma de decisiones. 
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Ahora, el instrumento internacional se refiere enfáticamente, y no podría 
ser de otra manera, al hecho de que ninguna norma, decisión práctica de derecho 
interno por autoridades estatales o particulares, puede disminuir o restringir los 
derechos de una persona a partir de su orientación sexual, identidad o expresión 
de género y advierte a los Estados miembro que deben adoptar todo tipo de 
medidas positivas que sean necesarias para revertir o cambiar situaciones dis-
criminatorias, y en particular, para avanzar en la existencia de una igualdad real 
entre hombres y mujeres en el ejercicio de los derechos sindicales. Hace alusión 
a la exclusión histórica de las mujeres en el espacio laboral y sindical, llamando 
la atención sobre la necesidad de garantizar el derecho de las mujeres, en igual-
dad de circunstancias, a no ser objeto de actos de discriminación, a participar de 
todas las asociaciones que se ocupen de la vida pública y política, lo que incluye a 
los sindicatos y organizaciones laborales. Evidentemente reconoce a las mujeres 
como titulares de los derechos de los trabajadores y el gozo de todos los atributos, 
facultades y beneficios para su ejercicio, esto es, el derecho a constituir organiza-
ciones, afiliarse a ellas sin que haya un trato diferenciado, el acceso a mecanismos 
de tutela judicial y de manera particular el acceso, goce y ejercicio a la libertad 
sindical, negociación colectiva y huelga.

Por otra parte, también a colación el análisis hecho por la Comisión Intera-
mericana de Mujeres, que da cuenta del hecho de que persiste la discriminación 
sistemática por razones de género, que se reproducen en el movimiento sindical en 
el sentido que en sus orígenes es una construcción social que concibe a las mujeres 
en una posición de subordinación y que a la vez contribuye a su opresión históri-
ca, que persiste en esquemas de desigualdades en el goce de derechos laborales 
básicos como la igualdad salarial, la falta de protección de mujeres trabajadoras 
embarazadas, de estereotipos de género en el espacio público y privado, que a la 
postre impiden el pleno goce de los derechos laborales y sindicales. Esto se resume 
en una subrepresentación femenina en la organización sindical, una desproporción 
entre el número de mujeres afiliadas a los sindicatos y quienes ocupan cargos di-
rectivos. Por ello convoca a la realización de campañas y programas destinadas a 
los sindicatos para combatir estereotipos y eliminar las barreras para el ejercicio 
pleno de los derechos.

Y en este sentido, valdría la pena hacer una serie de reflexiones en conso-
nancia con lo anterior. Aunque es cierto que la afiliación de las mujeres a las 
organizaciones sindicales ha aumentado en los últimos años, como en muchos 
otros espacios de participación y de la vida laboral, en los pocos estudios frente 
al tema se puede concluir que están infrarrepresentadas en la dirección, que la 
cultura sindical sigue dominada por hombres, manteniendo una dedicación que 
en el mundo femenino es difícil de administrar y siguiendo los estereotipos la-
borales que ocupan puestos administrativos y no se las identifica como posibles 
directoras o líderes. En este sentido, y según la OIT, el 5 % de los puestos direc-
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tivos en sindicatos y organizaciones de trabajadores, es ocupado por mujeres 
(D´alessandro, 2018, pp. 130-131). 

En el caso colombiano, “la información suministrada por las centrales 
relacionada con la composición de sus afiliados, nos permite inferir que el 
59% de las personas afiliadas a los sindicatos son hombres, mientras el 41% 
restantes, son mujeres” (Ministerio del Trabajo, 2018, p. 17), demostrando la 
importante presencia de las mujeres en el grupo de personas sindicalizadas; 
no obstante, resulta interesante lo dicho al respecto por Rubiano Delgado y 
Mora Guerra (2020):

Sin perjuicio de los avances de los avances obtenidos con el paso del 
tiempo, los cuales han permitido que las mujeres puedan afiliarse a 
sindicatos de las diversas industrias, lo cierto es que de cara a la repre-
sentatividad y protagonismo de las mismas en el ejercicio activo de los 
roles más importantes que se derivan de los derechos fundamentales 
de asociación sindical y en especial el de la negociación colectiva, se 
evidencia que en la mayoría de los casos, las mujeres no ejercen un 
rol activo en dichas labores.

En su lugar, la participación de estas se limita a ser meras afi-
liadas o que en caso de que se les asignen funciones de representa-
ción, la mayoría de las veces sea parte de la Comisión Estatutaria de 
Reclamos, pero en muy pocas oportunidades como miembros de la 
Junta Directiva de una organización Sindical o como parte de las comi-
siones negociadoras de formular pliegos de peticiones y de representar 
al sindicato en la mesa de negociación con el empleador. (Rubiano 
Delgado y Mora Guerra, 2020, p. 237)

Ahora bien, 
Aunque los datos siguen siendo limitados, con la información 

suministrada por las centrales y la recabada en Archivo Sindical, 
podemos establecer que un buen número de los trabajadores 
sindicalizados pertenecen a empresas del sector agrícola o a acti-
vidades rurales. Existe también un importante de sindicalización 
en el sector de la educación, siendo más limitados los procesos 
organizativos en la industria, la salud y el transporte. (Ministerio 
del Trabajo, 2018, p. 17)

Por eso resulta adecuado el ejemplo de la Federación Colombiana de Traba-
jadores de la Educación (Fecode), en el sentido que:

El 72% del magisterio somos mujeres, es decir una profesión eminen-
temente femenina […] el número de mujeres que han hecho parte del 
Comité Ejecutivo de Fecode a lo largo de sus 59 años de existencia, la 
historia recoge 11 nombres de dirigentas, incluidas las 4 compañeras 
que acaban de posesionarse. (Rey Casteblanco, 2019, p. 21) 
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Es decir, “es un gremio mayoritariamente femenino pero en lo sindical muy 
masculino, de 10 cargos [de la junta directiva] sólo dos mujeres, es y ha sido la cons-
tante hasta 2016” (González García, 2019, p. 25 ). Así, no debe llamar la atención que 
en labores donde la presencia femenina es residual, por ejemplo, en el análisis de 
la composición de una junta directiva nacional, el 100 % de los directivos para el 
momento eran hombres, incluso la “secretaría de asuntos de la mujer” (Rubiano 
Delgado y Mora Guerra, 2020, p. 239) o que en una comisión de 20 negociadores 
en el sector hidrocarburos, exista solo una mujer (Rubiano Delgado y Mora Guerra, 
2020, p. 240).

Es cierto que su presencia no necesariamente es una solución automática, 
pues, así como en otras esferas de decisión, es posible que, en esta en particular, 
las mujeres no tengan en su agenda ayudar a otras trabajadoras, o que no nece-
sariamente propongan esquemas que las favorezcan, pero

Debemos aumentar la representación femenina en todas las esferas de 
la vida. Porque al haber cada vez más mujeres en posiciones de poder 
o influencia, empieza a verse otra tendencia: las mujeres simplemente 
no olvidan que las mujeres existen con tanta facilidad como parecen 
hacerlo los hombres. (Criado Pérez, 2020, p. 422)

Con esta realidad, tiene sentido la propuesta que hace la Opinión Consul-
tiva en cuanto a la posibilidad de crear sistemas de cuotas y escaños en las 
organizaciones sindicales, así como el fomento de espacios para grupos de 
mujeres en ellas, que en el caso colombiano ya se ha propuesto “como elemento 
de discriminación positiva que las mujeres lleguen a los cargos de dirección, 
los presupuestos para las secretarías de la mujer deben aumentarse para la 
realización de programas de formación laboral, sindical y políticas acordes a 
las necesidades, los tiempos y realidades de las mujeres trabajadoras” (Alfonso 
Bernal, 2019, p. 9). 

Ahora, es cierto, y es tal vez un punto fundamental el hecho de que los traba-
jos precarios afectan de manera importante el acceso de los derechos colectivos, 
tratándose de cualquier trabajador, pero si se considera que las mujeres están 
mayormente representadas en estos, pues la conclusión es que, por ejemplo 
“un aumento de empleo como los contratados por agencia, que no permiten una 
negociación colectiva, podría ir en detrimento de los intentos de cerrar la brecha 
salarial de género” (Criado Pérez, 2020, p. 191). No extraña entonces que la de-
cisión internacional haga una mención especial a las trabajadoras domésticas y 
migrantes, en quienes confluyen factores que generan desventajas comparativas 
en el espacio laboral con las consecuencias que ello significa en el ejercicio de sus 
derechos, llamando al deber especial del Estado para tomar acciones positivas que 
reviertan los aspectos estructurales en su contra.
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Por ejemplo, para el caso de Colombia:

Para el cierre del 2019 se estimó que en Colombia había 687.716 
trabajadoras domésticas, cifra que se redujo a 512.389 trabajadoras 
en el primer semestre del 2020 al experimentarse una pérdida de 
aproximadamente 175.327 puestos de trabajo en el sector durante 
el inicio del confinamiento. (Quevedo-Fique, 2020, p. 97) 

Aunque vale la pena resaltar que este grupo de trabajadoras y trabajadores 
se encuentra representada por la Organización Sindical unión Afrocolombiana de 
trabajadoras del servicio doméstico (UTRASD), con 140 fundadoras, de los cuales 
4 son hombres que realizan la actividad (Rubiano Delgado y Mora Guerra, 2020, 
p. 248), además:

El 96% de quienes se dedicaban a este trabajo eran mujeres, el 60% 
ganaba menos del salario mínimo, es decir tenía condiciones precarias e 
informales de trabajo, y el 77% recibía como pago, parcial o totalmente, 
salario en especie, todo lo cual evidencia el gran déficit de trabajo decente 
en este sector. (Salcedo Novoa y Trujillo Uribe, 2021, p. 109)

Y, así mismo, según Quevedo-Fique (2020): 

Para el segundo semestre del 2020 y al final del mismo año, 
se evidenció una leve recuperación de empleos en el sector. No 
obstante, esta parece ir bastante lenta y de la mano de desmejoras 
en las condiciones laborales, ya que, lamentablemente, durante la 
emergencia sanitaria los salarios de las trabajadoras domésticas se 
vieron reducidos. (p. 97) 

De esta manera, se entiende porqué que el instrumento internacional recaba 
en grupos poblacionales con condiciones precarias, donde hay una gran presencia 
femenina y que circunstancias coyunturales como la pandemia acentúan más. 

Finalmente, La Opinión Consultiva cierra con el recordatorio de que la nego-
ciación colectiva y la huelga son mecanismos habilitantes para superar la discri-
minación estructural en el ámbito laboral, su respeto y garantía fundamental para 
mejorar sus condiciones de vida y laborales de las mujeres, así como la necesaria 
protección de las lideresas sindicales.

Conclusiones

Referirse a la importancia del derecho laboral colectivo ya no parece representar 
mayor discusión, su reconocimiento es amplio y cuenta que un gran desarrollo 
teórico, normativo y jurisprudencial, nacional e internacional, que no admite ma-
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yores controversias. Se trata pues de una construcción que ha requerido tiempo 
y se ha ido afianzando poco a poco con los aportes de estad diferentes doctrinas.

Y aunque pareciera que la Opinión Consultiva no solo recuerda el papel y el 
desarrollo de los derechos de asociación sindical, negociación colectiva y huelga 
para los y las trabajadoras dentro de las sociedades democráticas, su aporte se 
encuentra en la discusión y visión de estos derechos con enfoque de género. De 
manera que aunque a simple vista no parece tener una nueva visión al respecto, 
puede entenderse como un avance desde su producción jurisprudencial y puede 
ser la puerta o posibilidad para alimentar la doctrina del derecho laboral colectivo 
en los Estados miembro. Evidentemente, la decisión por sí sola no necesariamente 
va a generar cambios, pero sí puede ser la oportunidad de llamar la atención sobre 
temas en los que parecía existir un consenso sin mayores tensiones, mostrando 
la posibilidad de enriquecer su debate. 

Además, y aunque no está explícito en ella, podrían llegar a crearse relaciones 
con otros instrumentos internacionales como los de la OIT que se refieren a los 
derechos analizados cruzados por el enfoque particular, los que pueden resultar 
obvios; sino incluso con la Convención de Belém Do Pará, incluyendo la protec-
ción de estos derechos en discusiones sobre violencia laboral y económica de las 
mujeres, no solo porque es una forma de agresión que las estructuras de poder 
y patriarcales limiten la participación y poder de las mujeres en los andamiajes 
sindicales, sino también porque 

El hostigamiento sexual de afiliadas por parte de miembros del sindi-
cato, la violencia política en contra de mujeres que desean participar 
en los procesos de toma de decisiones dentro de los sindicatos, o la 
violencia económica derivada de aquellas negociaciones colectivas 
que no exigen poner fin a la brecha salarial de género. (OEA-CIM, 
2020, p. 7)

Si bien es cierto reconocer que su aporte no se dará de manera inmediata, que 
el instrumento tiene sus limitaciones y necesitará de tiempo no solo para conocerse 
sino para que tenga incidencia en casos particulares y en las discusiones de cada 
país, no por ello puede dejar de verse su valor declarativo y sus posibilidades hacia 
el futuro. El mundo sindical y colectivo, replica las prácticas de representación 
política, diversidad y dirección empresarial que existen en la sociedad y que afecta 
a las mujeres, las deja en el margen, de manera que las tensiones en el ejercicio 
femenino de los derechos de asociación sindical, negociación colectiva y huelga 
se convierten es una representación del macromundo laboral. Pero, además, el 
derecho laboral colectivo ha estado poco permeado de la presencia femeni-
na, desde su historia hasta sus mecanismos de desarrollo, de manera que, a 
partir del instrumento internacional, puede ser la oportunidad para su inclusión. 
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Se considera que puede ser el momento o la llamada para feminizar el derecho 
laboral colectivo.

Ahora bien, se recuerda que el “trípode laboral” es una herramienta que 
busca involucrar a las partes en conflicto para que resuelvan sus diferencias, a 
crear espacios de diálogos y acuerdos; no se trata pues de la imposición legislativa 
que define lo que se puede o debe hacer, sino que, partiendo de unos mínimos, 
las partes están en posibilidad de componer y hacer valer sus especificidades. 
Esta autocomposición es relevante en la medida en que, de un acuerdo de los in-
volucrados, y respetando el piso básico definido por la ley, establecen beneficios 
económicos, disposiciones o regulaciones de interés exclusivo y particular de los 
intervinientes. Y allí hay un valor importante y una oportunidad, en la medida en 
que la Opinión Consultiva bajo esta mirada, puede convertirse en el sustento de 
la oportunidad de construcción de un derecho laboral colectivo con un enfoque 
femenino que, puede atender necesidades específicas de las mujeres, con posibi-
lidades mayores de expandirse en el gremio o en un espacio más general. De esta 
manera, el instrumento no llama la atención solo sobre la necesidad de que la voz 
de las mujeres se oiga, sino que con los instrumentos existentes de protección 
con que han contado los hombres, es posible crear beneficios o prestaciones que 
atiendan sus requerimientos específicos. 

Es cierto, la presencia de las mujeres no cambiará automáticamente de un día 
a otro la realidad del mundo del trabajo, del funcionamiento del mercado, pero sí 
puede traer otras visiones, otras exigencias, otras discusiones, que siempre van a 
dinamizar las complejidades de lo que hoy implica trabajar.
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